Carátula 


SEÑOR PRESIDENTE.- Habiendo número, está abierta la sesión. 
(Es la hora 14 y 40 minutos) 

Dese cuenta de los asuntos entrados. 
(Se da de los siguientes: ) 


SEÑORA SECRETARIA.- “Solicitud de audiencia de la Federación Uruguaya de Taxistas a efectos de 
denunciar las graves irregularidades que sufre el servicio del taxi en la ciudad de Fray Bentos. 


Oficio N* 362/11 de la Junta Departamental de Colonia. Reconocimiento del Cuerpo por 
trabajos de iluminación realizados por vecinos de las Radiales de la Ruta N” 1. 


Oficio N* 350/11 de la Junta Departamental de Cerro Largo, relativo a la licencia de conducir 
nacional, al registro único de conductores, al registro único de infractores y a la instrucción a 
inspectores sobre las normas vigentes.” 


Como ya informé al señor Presidente de la Comisión, estaba prevista la visita del Ministro para 
el miércoles 20, pero solicitaron su postergación para el miércoles 27. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En esa fecha voy a estar fuera del país. 


SEÑORA SECRETARIA.- En realidad, pensé en esa fecha porque el miércoles es el día en que 
sesiona habitualmente la Comisión, pero como está fuera del período de reuniones se podría cambiar. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si los demás señores Senadores están de acuerdo, podríamos solicitar al 
señor Ministro que concurriera el lunes 25 o el martes 26. 


(Ingresan a sala los representantes de la Federación Uruguaya de Taxistas) 


La Comisión de Transporte y Obras Públicas tiene el agrado de recibir a los representantes 
de la Federación Uruguaya de Taxistas. 


SEÑOR DOURADO.- Mi nombre es Oscar Dourado y soy Presidente de la Federación Uruguaya de 
Taxistas de todo el país. 


Agradecemos la rapidez con que nos han recibido luego del primer contacto que tuvimos con 
el señor Presidente de la Comisión, cuando le adelantamos nuestra preocupación. Hoy concurrimos a 
la Comisión con una carpeta en la que están recogidos testimonios fotográficos, declaraciones y 
denuncias de trabajadores dependientes y de otras personas que tienen en el taxi una herramienta de 
trabajo, es decir, los dueños. 


En la ciudad de Fray Bentos se llegó a tener más autos informales trabajando como 
taxímetros que taxis propiamente dichos. Recibí la denuncia inicial de la Diputada Graciela Cáceres, 
quien hace un mes me llamó para decirme que en su casa había muchos trabajadores y dueños de taxi 
planteándole esta situación. A la noche acudí a su casa y trabajamos en forma conjunta obreros y 
dueños de taxis, analizando qué pasos seguir. Decidimos entrevistarnos con el Intendente de Río 
Negro —en ese momento lo hicimos telefónicamente, porque ya era muy tarde— a quien le 
manifestamos la preocupación. La realidad es que están circulando autos particulares que tienen el 


logo de taxi, muchos de los cuales —tal como lo demuestra el testimonio fotográfico— ni siquiera están 
empadronados en el departamento. Se trata de un problema que nos preocupa, más aun teniendo en 
cuenta que nosotros debemos pagar un laudo, a lo que nos obligan la Constitución y el Ministerio de 
Trabajo y Seguridad Social, que vela por los intereses de los trabajadores y de nosotros, los 
microempresarios. Para poder pagar ese laudo debemos tener acceso al trabajo en nuestra rama de 
actividad, pero ella hoy se ve agredida por el informalismo. 


En realidad, hoy estamos planteando una denuncia concreta en la ciudad de Fray Bentos, en 
el departamento de Río Negro, pero hay que saber que esto también sucede en otros puntos del país. 
En este caso tenemos todos los elementos que apoyan la denuncia y en la reunión que mantuvimos 
con la Diputada Cáceres decidimos que lo mejor era denunciar esta situación en las Comisiones de 
Transporte de ambas Cámaras, en el Congreso de Intendentes y al Intendente de Río Negro de 
manera formal, en el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, en la DGI y en el Banco de Previsión 
Social. Parece increíble que esto suceda justamente en la ciudad de Fray Bentos donde hicimos dos 
eventos con el Presidente del BPS, el señor Ernesto Murro, reuniendo a todos los taxistas de los 
departamentos de Colonia, Soriano, Río Negro, San José y de todo el sur del país, a quienes se les 
solicitó que ingresaran a la formalidad, que pagaran el laudo y que se comprometieran con sus 
obligaciones. Pero hoy vemos que ese sector del país está sufriendo la informalidad, ya que los 
empleados no están en planilla, no se hacen los aportes al Banco de Previsión Social y no se pagan 
tributos de ningún tipo. Obviamente, de esa manera quizás pueden trabajar cobrando más barato que 
nosotros, pero todo lo que cobran es para su bolsillo. 


La denuncia que hicimos también está firmada por trabajadores dependientes, y no 
solamente por los empresarios del taxi. Es decir que esta realidad nos preocupa a todos y, justamente, 
por ese motivo acudimos a esta Comisión a buscar que se nos atienda en lo que sea posible, a efectos 
de encontrar una solución para la ciudad de Fray Bentos. También nos debemos preocupar por lo que 
ocurre a nivel nacional, a medida que surjan casos concretos. En realidad, siempre se habla de 
informalidad, pero no se cuenta con los elementos de prueba. Es por ello que en este caso, tanto 
nosotros como la Diputada Cáceres dijimos a los trabajadores que precisábamos las fotos así como 
otros elementos necesarios. Es decir que no se trata de un comentario o un rumor que nos llega, sino 
de una realidad que se puede apreciar en las fotos. Como dije, se trata de autos con logos de taxi que 
ni siquiera están empadronados en Río Negro; además, hacen el trabajo de taxímetros con lugares 
fijos, es decir, con locales comerciales que incluso cuentan con anuncios. Realmente, esto es un 
ataque al trabajo y a quienes contribuimos con gusto con la sociedad y las instituciones del Estado, que 
luego nos dan los beneficios y la protección que hoy venimos a pedir a los señores Legisladores. 


Muchas gracias. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Por nuestra parte, conversamos con el Intendente Lafluf, quien nos dijo que 
había habido algún movimiento porque el cierre de una de estas empresas —que tenía una doble cara: 
una legal y una no formal- había determinado que los empleados de ambas empresas —que en 
realidad eran una sola— se unieran. Creo que este tema involucra a otros sectores del Estado, como la 
DGl y el Banco de Previsión Social, pero nosotros obviamente trataremos de colaborar en lo que sea 
posible. 


SEÑOR GALLO.- Realmente, el planteamiento que nuestros invitados están haciendo como 
taximetristas me llega especialmente desde dos ángulos: por un lado, porque mi padre fue taximetrista 
toda su vida y, por otro, yo también lo fui durante muchos años cuando lo ayudaba. Por consiguiente, 
hoy, en esta función que cumplo de Senador, me siento doblemente comprometido a realizar 
determinadas gestiones, aunque según sabemos el Presidente ya ha comenzado a hacer lo propio. 
Seguramente haciendo gestiones ante los organismos correspondientes será posible revertir una 
situación que consideramos injusta. Sin dudas, el problema de la informalidad en el sector del 
taxímetro no es menor, porque de acuerdo con la información de que disponemos alcanza a más del 
50% de la actividad formal, lo que hace que la situación se torne intolerable. 


Desde nuestro punto de vista, repito, habrá que hacer las gestiones necesarias ante los 
organismos competentes, trasmitiéndoles su responsabilidad en este tema. De más está decir que 
sobre todo esto el señor Presidente mantendrá informado al gremio. 


SEÑOR DOURADO.- Quiero decir que el taxi en el interior hasta este año se regía por las normas 
relativas al Grupo 13 Residual. En ese marco, como Presidente de la gremial me comprometí con el 
Ministro de Trabajo y Seguridad Social y el señor Ernesto Murro a que los taximetristas de todo el país, 
concretamente de los 18 departamentos que no tienen laudo, adoptaran el que está vigente, 
establecido por el Poder Ejecutivo. Ese laudo rige para los 18 departamentos del interior. Durante tres 
años trabajamos en este tema con el Presidente del Banco de Previsión Social, Ernesto Murro, yendo a 
Cerro Largo, Tacuarembó, Paysandú, Salto, Maldonado y, en dos oportunidades, a Fray Bentos. En la 
medida en que la agenda del Banco de Previsión Social lo permitía, lo acompañábamos junto con los 
taximetristas de las ciudades y departamentos cercanos al lugar que visitábamos, lo que es bastante 
difícil de hacer, como bien saben quienes son del interior. Podemos decir que se hizo un trabajo serio 
en el que involucramos a 3.000 taximetristas de todo el interior, quienes asumieron el compromiso de 
cumplir con el laudo y de hacer la gestión correspondiente ante los organismos del Estado. La realidad 
es que se debe cumplir con ese laudo y las demás obligaciones establecidas; por eso nos parece 
injusto que haya gente trabajando sin asumir estas responsabilidades. 


Todo esto tiene relación, además, con el hecho de que tenemos que velar por los usuarios del 
taxímetro. En muchas ciudades del interior no hay transporte público de personas; tal es el caso de las 
ciudades de Fray Bentos, Durazno, San Carlos, Pan de Azúcar, y otras. Algunas de estas ciudades 
que no tienen transporte público son capitales, como por ejemplo, Trinidad, Florida y Treinta y Tres, 
donde es muy pequeña la red de transporte. En esos casos, lo que sí tiene disponible la gente es el 
taxímetro. 


En definitiva, lo que quiero resaltar es que no podemos embarcar a 3.000 microempresarios 
en un gran número de obligaciones para que después no contemos con el respaldo de las instituciones 
de gobierno, tal como ha ocurrido con el Intendente Lafluf, quien cuando planteamos este problema 
nos hizo saber que no existe marco legal para luchar contra quienes trabajan de manera informal; de 
hecho, están haciendo un trabajo que no les corresponde y por el que no aportan absolutamente nada. 


Como dije antes, tengo la responsabilidad de estar al frente de un gremio muy grande y 
desde ese lugar asumí el compromiso de convencer a sus integrantes de cuál era el camino que 
debíamos seguir. Concretamente, los convencí de que era más interesante trabajar formalmente que 
en la informalidad y de que debíamos caminar en ese sentido, puesto que eso nos permitía acceder al 
leasing, a la asistencia sanitaria y a los derechos jubilatorios. También estamos a la espera de un 
fideicomiso, sobre el que hace tres o cuatro años estamos trabajando y hoy es intención del Gobierno 
llevar adelante. Pero para acceder a ese fideicomiso es necesario trabajar de manera formal en todas 
las actividades. En definitiva, esto se traduce en tener derechos y cumplir con las respectivas 
obligaciones. Sin embargo, por lo que dije antes en cuanto a que tengo la responsabilidad de haber 
sido quien más habló de este tema junto con las autoridades de Gobierno, siento que estamos 
defraudando a quienes están cumpliendo con ese compromiso, aunque les pese y les sea duro llevarlo 
adelante. Por eso es necesario que podamos contar con el apoyo de los parlamentarios, porque de 
alguna manera son los censores de la sociedad y es a ustedes a quienes les tenemos que transmitir 
nuestras preocupaciones. Como bien se dijo en Sala, no se trata de una persona que transportó a un 
vecino y le cobró $ 200, sino de organizaciones que están instaladas en un local comercial y se 
promocionan en las radios y canales de televisión locales, donde dan a conocer datos, como por 
ejemplo su teléfono; es más, algunas trabajan con tres o cuatro vehículos y diez o doce trabajadores, 
pero no pagan absolutamente nada. 


Por otra parte, los autos deben estar al día con el SOA, que es obligatorio y que es otra 
forma de proteger a los usuarios. En el caso que nos ocupa, trabajan en el transporte como empresas 
informales y no tienen cubierta la responsabilidad civil. A su vez, los vehículos deberían estar en 
perfectas condiciones, tal como se exige por parte de las Intendencias mediante los controles anuales. 


Gran parte de los taxistas están endeudados a través del leasing. Esto significa que tienen 
compromisos con los trabajadores y, además, con las instituciones financieras. En cambio, la 
informalidad es un ataque a quienes tienen la responsabilidad de llevar adelante su trabajo en forma 
prolija, y es un mal ejemplo para el resto de la actividad comercial. Si permitimos que esto suceda, en 
el futuro va a suceder lo mismo en otras ramas de la actividad, pues los empresarios y 
microempresarios formales y prósperos —que los hay en el Uruguay de hoy— pasarán a trabajar en 
otras condiciones y cada uno hará lo que quiera. Esto no es bueno y menos en un transporte público 
de pasajeros. 


SEÑOR MOREIRA.- Pido disculpas por haber llegado tarde a esta reunión. 


Considero muy atendible el tema que está planteando la delegación que nos visita, en el 
sentido de que no se hace ninguna contribución a los organismos públicos competentes. Me sorprende 
que no haya disposiciones municipales que contemplen estas situaciones, porque normalmente hay 
ordenanzas que prevén el funcionamiento de los remises, taxis y vehículos que transportan escolares. 
Reitero: creo que hay ordenanzas en esta materia en muchos Gobiernos Departamentales porque, 
generalmente, hay cupos, formas de asignación de permisos, sanciones en casos de contravenciones, 
etcétera. Aquí tenemos presente al amigo Malaquina, quien también conoce del tema. 


Imagino que habría que realizar la denuncia pertinente ante los organismos nacionales — 
Banco de Previsión Social y Dirección General Impositiva— porque hay una clara contravención a las 
normas, por lo que supongo que correspondería en estos casos una sanción económica. Incluso, 
habría que denunciar ante el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, porque pueden existir, por 
ejemplo, reclamaciones laborales, ya que no se paga el laudo o no se realizan los aportes al Banco de 
Previsión Social. En el día de mañana los trabajadores que están en estas empresas informales 
pueden entablar acciones de responsabilidad contra los dueños de los vehículos porque, sin duda, hay 
una clara violación de normas tributarias nacionales de distinta naturaleza. 


Lo que podemos hacer en este caso es enviar la versión taquigráfica a los organismos 
competentes para que tomen conocimiento de la situación y ustedes podrían formular la denuncia 
correspondiente porque, en definitiva, están vulnerando sus derechos e intereses económicos con una 
competencia absolutamente desleal ya que pueden cobrar mucho más barato el servicio. 


Imagino que esta situación puede haber sido causada por la instalación de Botnia en Fray 
Bentos; quizás llevó a que se ampliara la demanda del servicio de taxímetros. 


SEÑOR CALVELLO.- Quiero decir que esto no solo sucede en Fray Bentos, sino que en la mayoría 
de los departamentos hay una informalidad del 30% o más. Por ejemplo, la normativa en Canelones 
establece el control para el transporte de más de nueve pasajeros, lo que significa que quedan 
excluidos los autos. 


La problemática se plantea porque, de repente, un chofer trabaja durante una temporada en 
una empresa formal, luego adquiere un auto y sigue tomando viajes con su teléfono celular, 
cobrándolos a mitad del precio. Lamentablemente, no hay manera de controlarlos; no existe la 
posibilidad de que un inspector verifique si esta persona tiene todo en regla. En la Intendencia de 
Canelones se han planteado problemas en este sentido; se argumenta que no se puede alegar la 
simulación de delito frente a determinados temas legales. 


Quiere decir que seguimos en esta problemática porque, reitero, no existe legislación para 
los vehículos de menos de nueve pasajeros. 


Gracias, señor Presidente. 


SEÑOR PRESIDENTE.- De todas formas, me parece que tanto por el lado de la Dirección General 
Impositiva como del Banco de Previsión Social tendría que haber una normativa al respecto, porque 
debería haber erogaciones en los dos sentidos. Por eso mi propuesta final iba a ser, tal como decía el 
señor Senador Moreira, enviar a esos organismos la versión taquigráfica de esta sesión; me parece 
que también sería interesante remitirla al Congreso de Intendentes para que se sepa que el tema fue 
tratado en esta Comisión, ya que involucra a todos los Intendentes y no solo al de Río Negro, por más 
que, aparentemente, allí es donde el problema tendría mayor incidencia en cuanto a la competencia 
entre quienes trabajan de manera formal y los que lo hacen informalmente. 


SEÑOR DOURADO.- Quiero decir que muchas veces, lo que recibimos como contestación de los 
Gobiernos Departamentales es que la Ordenanza es para controlar a los permisarios y no a los 
informales. Pienso que ese no debería ser un obstáculo, ya que las Juntas Departamentales son los 
órganos legislativos. En estos once o doce años en los que he sido dirigente gremial he trabajado 
muchas veces con el señor Senador Moreira y puedo decir que en Colonia el gremio del taxímetro —y 
del transporte en general— es muy ordenado. Con él hemos trabajado buscando soluciones, al igual 


que con el señor Senador Malaquina en Salto, el señor Senador Gallo, etcétera. Sabemos que todo es 
posible, por eso pensamos que podemos contar con el apoyo de los señores Senadores para que nos 
den una mano y así poder solucionar este problema. 


Realmente, hoy el tema nos preocupa. Recordarán los señores Senadores lo que pasó hace 
muchos años con el remise taxi en la ciudad de Paysandú. Había 50 permisos de taxis y el Intendente 
del momento otorgó 150 permisos de remises. Esto destruyó a una empresa de ómnibus que existía, al 
punto que, si no me equivoco, en la actualidad no hay transporte público de pasajeros en Paysandú, 
pues “hicieron pomada” a la cooperativa que funcionaba. Como dije, no sé si hoy habrá allí algún 
ómnibus, pero sí existen 200 taxis que como pasaje cobran prácticamente un boleto de ómnibus y dan 
un servicio que no es colectivo. Después fue necesario regularizar todo esto, haciendo que esos 
remises fueran taxímetros, instalándoles los aparatos correspondientes. 


Cuando se habla del tema del transporte, hay que tener en cuenta que lo que no hace daño 
hoy lo puede hacer mañana; empezamos a contemplar inconductas que después van en perjuicio del 
colectivo, de toda la sociedad uruguaya, porque esos trabajadores están “en negro”, no se les pagan 
los aportes, no se les puede reintegrar el aguinaldo, la licencia ni el salario vacacional. O sea que la 
desregulación en el transporte público de personas siempre trae malos resultados. ¡Si habrá ejemplos 
en ese sentido en América, ya que esto sucede en Perú, en Bolivia, en parte de Ecuador y también en 
Colombia! Dime qué transporte tienes y te diré en qué país vives. El Uruguay realmente tiene un 
transporte profesional y responsable en todos sus ámbitos, ya que el Gobierno también se ha 
preocupado por el transporte de carga —y lo ha hecho bien— así como por el transporte colectivo, por el 
taxímetro y por todas las actividades vinculadas. 


Nosotros apoyamos esa postura, esa dirección del Gobierno y por eso es que hemos 
presentado este pedido. Somos sabedores del esfuerzo y del compromiso de los señores Senadores 
con la sociedad uruguaya y no solamente con la familia del taxímetro, por lo que agradecemos el 
recibimiento. 


También quiero señalar que esta gente no es pobre, pues para realizar esta actividad tiene 
que comprar un auto, lo que implica una inversión en dólares. No digo que se trate de capitalistas, 
pero no estamos hablando de aquel que debe vender un par de medias para hacer su jornal. Además, 
en el caso de esta gente de Fray Bentos, puedo decir que son empresarios, lo que no está mal, pero 
consideramos que deben tener los permisos correspondientes para realizar la actividad y que no deben 
competir en una forma que le hace mal a todo el departamento. 


Reitero el agradecimiento por habernos recibido y estamos a las órdenes para responder 
cualquier pregunta que pueda surgir; nos hemos sentido realmente muy bien. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Gracias por el tiempo dispensado y nos mantendremos en contacto. 


Muchas gracias. 


(Se retira de Sala la delegación de la Federación Uruguaya de Taxistas) 


SEÑOR MOREIRA.- Hice un pedido de informes sobre un tema controversial, como la construcción del 
puente sobre la Laguna Garzón. Me gustaría convocar al señor Ministro de Transporte y Obras 
Públicas y, si fuera posible, también a la señora Ministra de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio 
Ambiente, porque de pronto podemos reunir las dos Comisiones. A modo personal, debo decir que 
tengo grandes dudas sobre el proyecto del puente sobre la Laguna Garzón. A este respecto se hicieron 
un par de audiencias públicas en cuanto al estudio de impacto ambiental. Tuve acceso a unos 
documentos de la Dirección Nacional de Hidrografía y de la División Hidráulica Fluvial que son bastante 
críticos sobre el informe de impacto realizado por el Grupo Consultatio —del empresario Constantini— 
que fue el que utilizó el Ministerio de Transporte y Obras Públicas para presentar el proyecto ante la 


DINAMA. Me parece que es absolutamente improcedente que el Ministerio utilice el informe de una 
consultora privada que está ligada al proyecto, porque carece de la objetividad necesaria, 
fundamentalmente cuando hay dos informes de técnicos de esta Secretaría de Estado que hablan con 
mucha severidad al respecto. Se trata de un tema que no es menor y que afecta a toda la zona de 
Rocha y de Maldonado; hay dos Gobiernos Departamentales interesados y el propio Ministerio, por lo 
que me gustaría escuchar al Ministro y a los principales responsables. Como miembro de la Comisión 
de Vivienda y Ordenamiento Territorial fui muy crítico cuando se hizo el fraccionamiento Las Garzas. En 
una ocasión dije en el Plenario que la Ley de Ordenamiento Territorial y Desarrollo Sostenible, que tan 
largamente fue debatida en la Comisión de Vivienda y Ordenamiento Territorial en el período pasado, 
tuvo que ser modificada para que se aprobara el fraccionamiento de Las Garzas, algo que me pareció 
absolutamente irregular. Además, ese proyecto de urbanización turística venía indisolublemente ligado 
a la construcción del puente; no se hace porque el empresario Constantini sea muy magnánimo sino 
porque, en realidad, valoriza su emprendimiento. Y resulta que ahora el Ministerio está utilizando el 
estudio de impacto ambiental del propio Constantini cuando, a mi juicio, no debería ser así. A pesar de 
que ya hice un pedido de informes al respecto, me gustaría conversar con los dos Ministros e invitar a 
los integrantes de la Comisión de Vivienda y Ordenamiento Territorial para analizar el tema. 


El ordenamiento territorial es un tema bien importante, y como fui Intendente por diez años 
tengo plena conciencia de que en esto no se pueden cometer errores porque a veces cuestan muy 
caros. Además, hay una gran polémica instalada en el departamento de Rocha con estos desarrollos 
costeros que se dan en ecosistemas muy frágiles. 


Reitero que quisiera realizar una reunión en conjunto con la Comisión de Vivienda y 
Ordenamiento Territorial, a fin de escuchar a los dos Ministros sobre este tema, que es de gran interés, 
no solo para los dos departamentos involucrados, sino para toda la sociedad uruguaya, como 
precedente en la materia. 


SEÑOR GALLICCHIO.- Me parece interesante el planteo del señor Senador Moreira. Quisiera 
comentar que presencié un informe realizado por la Intendencia de Rocha con todo su equipo técnico — 
apoyando el proyecto, por supuesto—, que me pareció muy bueno. Por tanto, creo que también sería 
oportuno escuchar —en esa reunión o en otra— al Intendente Barrios con su equipo, ya que pueden 
darnos una información muy completa e interesante —quizás parcializada— en la que se diferencian los 
distintos sectores desde el punto de vista del ordenamiento territorial. Naturalmente, se podrá estar de 
acuerdo o no con esta información, pero creo que puede ayudar a clarificar el tema. 


SEÑOR MOREIRA.- Incluso podríamos convocar a los dos Intendentes, al de Rocha y al de 
Maldonado, porque es una obra que afecta a los dos departamentos. 


Aclaro que en el período pasado yo había pedido la convocatoria del Intendente Barrios, pero 
justo fue antes de las elecciones y no se pudo llevar a cabo. En lo personal, he vivido este tipo de 
situaciones en Colonia, donde se han planteado reiteradamente estos temas vinculados al 
ordenamiento territorial y al crecimiento turístico importante, y reconozco que la visión del Intendente 
es muy legítima. Naturalmente, no podemos dejar de reconocer que quien está en ese sillón trata de 
alentar este tipo de emprendimientos, que generan desarrollo, empleo, inversión, etcétera, pero 
también hay que cuidar la aplicación de las normas ambientales y de ordenamiento territorial, sobre 
todo ahora que tenemos una legislación moderna. Esa es una zona protegida y muy especial, con 
ecosistemas muy frágiles, con cárcavas y costera. Por tanto, estoy totalmente de acuerdo en convocar 
a los Gobiernos Departamentales. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Vamos a plantearle al señor Ministro de Transporte y Obras Públicas la 
posibilidad de tener una reunión y ello implica elegir y coordinar con el Ministerio de Vivienda, 
Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente, así como con los dos Intendentes. 


La Comisión pasa a considerar cuarto punto del Orden del Día: “Venta en Subasta Pública de 
Determinados Vehículos Automotores. Autorización a los Ministerios del Interior y de Transporte y 
Obras Públicas y a las Intendencias”, que figura en la Carpeta N* 502/2011 - Distribuido N* 654/2011. 


SEÑOR MOREIRA.- Advierto a los miembros de la Comisión que con el señor Senador Michelini 
habíamos acordado prorrogar el tratamiento de este tema. 


SEÑOR GALLICHIO.- Me dijo que había acuerdo y que podíamos aprobarlo. 


SEÑOR PRESIDENTE.- El proyecto de ley apunta, concretamente, a terminar con la concentración de 
vehículos que tienen las Intendencias. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 
—4 en 4. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


A continuación, se pasa a considerar el proyecto de ley que figura en tercer término del 
Orden del Día, relativo a la modificación del artículo 269 de la Ley N* 18.362, de 6 de octubre de 2008. 


SEÑOR GALLICHIO.- La modificación que se plantea con respecto al puerto es muy razonable, 
porque se trata de traspasar las atribuciones que tiene la Dirección Nacional de Hidrografía a la 
Administración Nacional de Puertos. 


SEÑOR MOREIRA.- El señor Senador Penadés me solicitó que se prorrogara el tratamiento de este 
proyecto de ley, porque todavía le generaba dudas. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Teniendo en cuenta el pedido del señor Senador Penadés, dejaríamos el 
tratamiento de este punto para la semana que viene. 


Si los integrantes de la Comisión analizaron las modificaciones al proyecto de ley que figura 
en quinto lugar del Orden del Día, sobre la Prefectura Nacional Naval, lo pasaríamos a considerar en 
este momento. 


En discusión. 

Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 

—4 en 4. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


SEÑOR MOREIRA.- Me gustaría invitar a representantes de la Administración Nacional de Puertos 
para conversar sobre el sistema portuario en general, porque me parece que es un tema de actualidad. 
Creo que sería interesante consultar a las autoridades sobre el crecimiento de la actividad del Puerto 
de Montevideo, por ejemplo. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Podríamos incluir ese asunto como segundo punto del Orden del Día de la 
sesión en que se trate el tema de la Laguna Garzón, para ser considerado después de que se retiren 
los integrantes de la Comisión de Vivienda y Ordenamiento Territorial. 


Finalmente, corresponde designar los miembros informantes de los proyectos de ley 
aprobados. 


SEÑOR MOREIRA.- Propongo al señor Presidente. 
SEÑOR PRESIDENTE.- De acuerdo. 


No habiendo otros asuntos, se levanta la sesión. 


(Es la hora 15 y 29 minutos) 


Linea del vie de náaina 
Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


